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I) NOVEDADES NORMATIVAS

1. Estado

Entre las novedades normativas destacan las reformas de varios Estatutos de Autonomía materializadas en el período al que se refiere este informe. Me referiré en primer lugar a los Estatutos de Baleares, Andalucía y Aragón. Como nota común a todos ellos, en ningún caso se atribuirán a la Comunidad Autónoma competencias sobre el sistema tributario de los municipios situados en las respectivas Comunidades Autónomas, a diferencia de lo que sucede en Cataluña.

Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero, de reforma del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears (BOE núm. 52, de 1 de marzo)

En el Estatuto, en primer lugar, se reconoce la competencia de la Comunidad Autónoma sobre el desarrollo del régimen local. A partir de allí hay una cerrada separación entre lo que concierne a los municipios y a los consejos insulares.

En cuanto a los primeros, el artículo 75.9 del Estatuto prevé que dispongan de recursos suficientes. Se les reconoce capacidad para regular las finanzas propias en el marco de la ley y autonomía presupuestaria. Se prevé asimismo la creación de un fondo de cooperación local, cuyos criterios de distribución atiendan a las características socioeconómicas y territoriales de los municipios. El fondo será incondicionado, sin perjuicio de los convenios de colaboración que, con carácter voluntario, se puedan hacer con cargo al mismo. 

En cuanto a los consejos insulares, los artículos 138 y Disposición Adicional 5.ª se refieren a los recursos y financiación de los consejos insulares, remitiéndose a la concreción de una Ley del Parlamento balear. En el Estatuto se fijan los principios informadores de dicha ley, previéndose un fondo para garantizar un nivel similar de prestación de servicios y otro fondo (de compensación) para corregir desequilibrios. 

Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía de Andalucía (BOE núm. 68, de 20)

El Estatuto andaluz atribuye a la Comunidad Autónoma competencias sobre haciendas locales, en el marco de la regulación general del Estado y, por supuesto, la tutela financiera de las entidades locales.

El Título VI del Estatuto, dedicado a Economía, empleo y hacienda, contiene tres artículos dedicados a las haciendas locales.

El artículo 191 se refiere genéricamente a la autonomía y competencias financieras. 

El artículo 192 trata de la colaboración de la Comunidad Autónoma en la financiación local. Se regula el llamado fondo de nivelación municipal, de carácter incondicionado. Se desarrollan otras cuestiones relativas a la tutela financiera; las posibilidades de delegación en la Comunidad Autónoma de actos tributarios; la intermediación de la Comunidad Autónoma en los ingresos de las corporaciones locales provenientes del Estado; o la compensación de fuente autonómica por causa de la disminución de ingresos o aumento de gastos por parte de las entidades locales. 

Finalmente, el artículo 193 se refiere al Catastro. Partiendo del principio de colaboración entre todas las Administraciones, se prevén formas de gestión consorciada. 

Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón (BOE núm. 97, de 23)

El Estatuto aragonés dedica un capítulo a la “Hacienda de las Entidades Locales Aragonesas”. Este capítulo  tiene un único artículo que trata de las relaciones financieras con las Entidades Locales Aragonesas. Son cuatro los temas que se tratan: tutela financiera; colaboración en la aplicación de los tributos locales; función de la Comunidad Autónoma en la distribución a los entes locales de transferencias estatales; y, finalmente, aportación financiera de la Comunidad Autónoma a la hacienda local aragonesa.

En realidad los tres primeros temas no tienen un tratamiento novedoso. Su lectura actual procede del anterior Estatuto (artículo 53), al que sólo se le efectúan algunas correcciones de tipo formal. 

El anterior Estatuto no trataba de eso que la Constitución menciona y que tanto sorprende: la participación de las Corporaciones locales en los tributos de las Comunidades Autónomas. Aunque la literalidad lo haría imposible, mediante una interpretación más flexible se han canalizado aportaciones financieras autonómicas a las entidades locales de su jurisdicción, y así lo reconoció el Tribunal Constitucional. Aragón lo venía haciendo desde hacía muchos años sin más anclaje que la competencia genérica en Régimen Local. 

El nuevo Estatuto enmarca la actuación de la Comunidad Autónoma en este campo. Son los apartados 4 y 5 del artículo 114, que reproduzco: 

“4. Con arreglo al principio de suficiencia financiera, la Comunidad Autónoma participará en la financiación de las Corporaciones Locales aragonesas aportando a las mismas las asignaciones de carácter incondicionado que se establezcan por las Cortes de Aragón. Los criterios de distribución de dichas aportaciones se aprobarán mediante ley de las Cortes de Aragón y deberán tener en cuenta las necesidades de gasto y la capacidad fiscal de los entes locales.

5. El conjunto de las aportaciones realizadas a las Corporaciones Locales se integrará en el Fondo Local de Aragón.”

La Comunidad Autónoma queda comprometida pues por el Estatuto a asignar recursos a las entidades locales, perfilando criterios para fijar dicha asignación: “deberán tener en cuenta las necesidades de gasto y la capacidad fiscal de los entes locales.” Se le da rango estatutario a la denominación que se venía usando para ese conjunto de aportaciones: el Fondo Local de Aragón.

Lo que sorprende en este terreno es que en la tramitación en las Cortes Generales se haya encorsetado la actuación de la Comunidad Autónoma, al introducir dos prevenciones, una material, otra formal. Que me parecerían positivas si hubieran procedido de la propuesta de las Cortes de Aragón, pero no acierto a comprender por qué en este punto había de alterarla. 

Primero, la exigencia de que las asignaciones sean “de carácter incondicionado”.

Segundo, que los criterios de distribución se deban aprobar “mediante ley de las Cortes de Aragón”.

Aunque no sea estrictamente necesaria su mención, quizá se eche en falta alguna referencia a las Comarcas. 

Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril, por la que se modifica la ley orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades (BOE núm. 89, de 13). 

Mediante la Disposición Final 4.ª de esta Ley se añade un nuevo apartado 2 bis) al artículo 74 del Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales (en adelante, TRLHL), permitiendo a los Ayuntamientos que, mediante ordenanza, puedan regular una bonificación de hasta el 95 por 100 de la cuota íntegra del impuesto a favor de inmuebles de organismos públicos de investigación y los de enseñanza universitaria.

Real Decreto-ley 3/2007, de 13 de abril, por el que se adoptan medidas urgentes para reparar los daños causados por las inundaciones producidas por desbordamientos en la cuenca del río Ebro durante la última semana del mes de marzo y la primera del mes de abril 2007 (BOE núm. 90, de 14)

Son varios los instrumentos normativos de esta naturaleza que se han dictado en el período al que se refiere el informe con el fin de paliar los efectos de ciertas catástrofes naturales. Nos limitamos a reseñar este Decreto-ley, por cuanto afecta a Aragón. 

En él se previeron beneficios fiscales en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles y en el Impuesto sobre Actividades Económicas que afectan a los municipios que son objeto de concreción mediante Orden Ministerial.

En cuanto a los beneficios fiscales en el IBI, se trata de una exención que alcanza a todos los términos municipales y núcleos de población afectados. 

En cuanto a los beneficios fiscales en el IAE, se trata de reducciones para las actividades dañadas, proporcionales al tiempo que duró la afección.

En ambos casos se prevén compensaciones a las entidades locales que ven reducida la recaudación por causa de estas medidas.
Ley 11/2007, de 22 junio, por la que se regular el acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos (BOE núm. 150, de 23)

La Ley que se comenta fija un marco jurídico que facilita la extensión y utilización de medios electrónicos por los ciudadanos para relacionarse con las Administraciones públicas, incluidas las locales. En particular hace referencia a cuestiones de gran interés en nuestro entorno, como los diarios oficiales electrónicos, los tablones de anuncios electrónicos, o la gestión electrónica de los procedimientos. 

El apartado 4 de la Disposición Final 3.ª marca los plazos para el cumplimiento de las obligaciones previstas en esta ley, y dice lo siguiente:

“En el ámbito de las Entidades que integran la Administración Local, los derechos reconocidos en el artículo 6 de la presente Ley podrán ser ejercidos en relación con la totalidad de los procedimientos y actuaciones de su competencia a partir del 31 de diciembre de 2009 siempre que lo permitan sus disponibilidades presupuestarias. A estos efectos las Diputaciones Provinciales, o en su caso los Cabildos y Consejos Insulares u otros organismos supramunicipales, podrán prestar los servicios precisos para garantizar tal efectividad en el ámbito de los municipios que no dispongan de los medios técnicos y organizativos necesarios para prestarlos.”

Ley 16/2007, de 4 julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable para su armonización internacional con base en la normativa de la Unión Europea (BOE núm. 160, de 5)

La Ley 16/2007 determina un cambio sustancial en el régimen legal de los inmuebles de características especiales (en adelante, BICES) gravados por el IBI. Se implementan cambios relacionados con su inscripción en el registro (inclusión de la maquinaria integrada en las instalaciones, así como la que forme parte física o esté vinculada funcionalmente a dichas instalaciones). Y también cambios en su régimen jurídico-tributario. En efecto, a partir de 1 de enero de 2008, cuando se trate de BICES, y sobre los mismos recaigan derechos de concesión que no abarcan la extensión superficial total del inmueble, aparte de la concesión, también se realizará el hecho imponible por la propiedad de la parte del inmueble no afectada por dicha concesión. Se regula la posición de la pluralidad de concesionarios. Y se articula la posibilidad de aplicar reducciones en la base imponible.

Entrando en los cambios concretos, la Disposición Adicional séptima modifica los textos refundidos de la Ley del Catastro Inmobiliario (en adelante TRLCI) y de la Ley reguladora de las Haciendas Locales en los siguientes términos:

· Se incorpora un nuevo apartado 3 en el artículo 8 del TRLCI.

· Se deroga el apartado 4 del artículo 67 del TRLHL, al tiempo que los actuales apartados 2 y 3 pasan a numerarse como apartados 3 y 4 y se incorpora un nuevo apartado 2.

· Se añade un último párrafo al apartado 4 del artículo 68 del TRLHL.

· Se amplía hasta el 31 de diciembre de 2007 el plazo para la aprobación y publicación de las ponencias de valores especiales previsto en el apartado 2 de la disposición transitoria primera del TRLCI, sin perjuicio de que, a efectos de la notificación individual de los valores catastrales resultantes y de las correspondientes bases liquidables, deba estarse a lo dispuesto por la disposición transitoria novena de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de Medidas para la Prevención del Fraude Fiscal.

Por su parte, la Disposición Adicional décima continúa con la modificación del TRLHL, en los siguientes términos:

· Se modifica el apartado 2 del artículo 61 del TRLHL; y

· Se modifica el artículo 63 del TRLHL.

El nuevo apartado 3 en el artículo 8 del TRLCI tiene la siguiente redacción:

«3. A efectos de la inscripción de estos inmuebles en el Catastro y de su valoración no se excluirá la maquinaria integrada en las instalaciones, ni aquélla que forme parte físicamente de las mismas o que esté vinculada funcionalmente a ellas».

El apartado 2 del artículo 61 del TRLHL queda redactado en los siguientes términos:

«2. La realización del hecho imponible que corresponda de entre los definidos en el apartado anterior por el orden en él establecido determinará la no sujeción del inmueble urbano o rústico a las restantes modalidades en el mismo previstas. En los inmuebles de características especiales se aplicará esta misma prelación, salvo cuando los derechos de concesión que puedan recaer sobre el inmueble no agoten su extensión superficial, supuesto en el que también se realizará el hecho imponible por el derecho de propiedad sobre la parte del inmueble no afectada por una concesión».

El artículo 63 del TRLHL queda redactado en los siguientes términos:

«1. Son sujetos pasivos, a título de contribuyentes, las personas naturales y jurídicas y las entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que ostenten la titularidad del derecho que, en cada caso, sea constitutivo del hecho imponible de este Impuesto.

En el caso de bienes inmuebles de características especiales, cuando la condición de contribuyente recaiga en uno o en varios concesionarios, cada uno de ellos lo será por su cuota, que se determinará en razón a la parte del valor catastral que corresponda a la superficie concedida y a la construcción directamente vinculada a cada concesión. Sin perjuicio del deber de los concesionarios de formalizar las declaraciones a que se refiere el artículo 76 de esta Ley, el ente u organismo público al que se halle afectado o adscrito el inmueble o aquel a cuyo cargo se encuentre su administración y gestión, estará obligado a suministrar anualmente al Ministerio de Economía y Hacienda la información relativa a dichas concesiones en los términos y demás condiciones que se determinen por orden.

Para esa misma clase de inmuebles, cuando el propietario tenga la condición de contribuyente en razón de la superficie no afectada por las concesiones, actuará como sustituto del mismo el ente u organismo público al que se refiere el párrafo anterior, el cual no podrá repercutir en el contribuyente el importe de la deuda tributaria satisfecha.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será de aplicación sin perjuicio de la facultad del sujeto pasivo de repercutir la carga tributaria soportada conforme a las normas de derecho común.

Las Administraciones Públicas y los entes u organismos a que se refiere el apartado anterior repercutirán la parte de la cuota líquida del impuesto que corresponda en quienes, no reuniendo la condición de sujetos pasivos, hagan uso mediante contraprestación de sus bienes demaniales o patrimoniales, los cuales estarán obligados a soportar la repercusión. A tal efecto la cuota repercutible se determinará en razón a la parte del valor catastral que corresponda a la superficie utilizada y a la construcción directamente vinculada a cada arrendatario o cesionario del derecho de uso».

El nuevo apartado 2 del artículo 67 del TRLHL tiene la siguiente redacción:

«2. Tratándose de bienes inmuebles de características especiales, la reducción en la base imponible únicamente procederá cuando el valor catastral resultante de la aplicación de una nueva Ponencia de valores especial supere el doble del que, como inmueble de esa clase, tuviera previamente asignado. En defecto de este valor, se tomará como tal el 40 por 100 del que resulte de la nueva Ponencia».

El último párrafo al apartado 4 del artículo 68 del TRLHL, tiene la siguiente redacción:

«No obstante, tratándose de bienes inmuebles de características especiales el componente individual de la reducción será, en cada año, la diferencia positiva entre el nuevo valor catastral que corresponda al inmueble en el primer ejercicio de su vigencia y el doble del valor a que se refiere el artículo 67.2 que, a estos efectos, se tomará como valor base».

Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria (BOE núm. 213, de 5 de septiembre)

Se aprueba este Reglamento, que resulta de aplicación a todas las Administraciones tributarias, incluida la local.

2. Comunidades Autónomas 

En este apartado nos limitamos a ofrecer dos disposiciones de la Comunidad Autónoma balear, una de ellas aprobada a finales de 2006, aunque publicada en el BOE durante 2007. En cualquier caso, he optado por incluirla en este informe dada su trascendencia.

N) Illes Baleares

Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y de régimen local de las Illes Balears (BOE núm. 26, de 30 de enero). 

El artículo 184 de esta Ley posibilita a los Ayuntamientos el establecimiento de un llamado “gravamen municipal sobre las tarifas eléctricas”, a satisfacer por los consumidores de abastecimiento electrico (mediante repercusión), con la finalidad de atender los costes de soterramiento de los tendidos aéreos de su municipio. La Disposición Final 2.ª fija el tipo máximo de gravamen. 

A la vista de la doctrina del Tribunal Constitucional acerca de la distribución de competencias sobre el sistema tributario local, parece notoria la falta de competencias de esta Comunidad Autónoma para dictar semejante disposición.

Ley 1/2007, de 16 marzo, de Contaminación Acústica (BOE núm. 101, de 27 de abril).

La Disposición Adicional quinta de esta Ley regula las que llama “Tasas por la prestación de servicios de inspección”. Dice lo siguiente:

“De conformidad con lo previsto por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, y por la disposición adicional sexta de la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, las entidades locales pueden establecer tasas por la prestación de servicios de inspección que realicen para verificar el cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley.”

Tal y como está redactada, se trataría de una disposición meramente declarativa, que no reconoce a las entidades locales nada que no pudieran hacer previamente.
II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES

1. Tribunal Constitucional

Durante el período al que se refiere este informe se han dictado algunas sentencias y autos de interés. Reseñamos estos tres. 

Sentencia núm. 64/2007, de 27 de marzo de 2007. Sala Primera.

El Tribunal Constitucional otorga el amparo solicitado mediante recurso frente a Sentencia del TSJ de Cataluña que inadmitió su demanda contra la Diputación de Tarragona sobre diligencia de embargo por impago de precios públicos de 1988 a 1991 en una residencia de ancianos, reconociéndose su derecho a la tutela judicial efectiva. Dicho recurso había sido declarado extemporáneo de manera irrazonable y desproporcionada, siendo que la Diputación había incumplido su deber de resolución de forma expresa el recurso de reposición formulado contra el acto de imposición del pago del precio público. Al entender del Tribunal Constitucional el acto expreso de ejecución que es la diligencia de embargo, contra la que también reaccionó el recurrente, implica al mismo tiempo la desestimación del recurso de reposición interpuesto contra el acto inicial del que trae causa, que no puede entenderse consentido y, por lo tanto, habilita al recurrente para la reclamación inicial de precios públicos de la que trae causa, tanto por motivos formales como materiales.
Sentencia núm. 132/2007, de 4 de junio de 2007. Sala Segunda.

Mediante esta sentencia, el Tribunal Constitucional también otorga siquiera parcialmente el amparo solicitado, en circunstancias parecidas, aunque no iguales a las de la sentencia 64/2007. El derecho vulnerado era el derecho a la tutela judicial efectiva. 

En este caso se trataba de diligencias de embargos emitidas por el Servicio Regional de Recaudación de la Consejería de Economía del Principado de Asturias, referidas a licencias fiscales e impuestos sobre actividades económicas del Ayuntamiento de Oviedo. La clave del otorgamiento de amparo estuvo en el carácter incompleto del expediente administrativo, que impedía conocer el desarrollo formal de todo el procedimiento de apremio –no se localizaban notificaciones de las providencias de apremio-, por causa probable de la revocación de delegación de funciones acordada por el Ayuntamiento años después.

Auto núm. 76/2007, de 27 de febrero. 

Mediante este Auto, el Tribunal Constitucional inadmite la cuestión de inconstitucionalidad planteada por un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo. En el marco de cierto contencioso planteado por una mercantil en el ámbito del IAE, se alegaban los principios de justicia tributaria (generalidad, igualdad y capacidad económica) respecto de la exención prevista en el IAE a favor de las entidades cuya cifra de negocios es inferior a un millón de euros. Dice el Tribunal Constitucional que falta el juicio de relevancia, ya que de la validez o no de la norma no depende el fallo del caso concreto. En efecto, la liquidación afecta a una entidad que no cumple los requisitos para el disfrute de ninguna de las exenciones previstas en la ley y además tampoco pretende ser beneficiaria de las mismas, sino simplemente que tales exenciones se supriman.
2 TRIBUNAL SUPREMO 

Aunque la doctrina del Tribunal Supremo sobre la hacienda local no es muy abundante, sí podemos aportar algunas sentencias. Si no se dice otra cosa, son sentencias del orden contencioso-administrativo, que serán comentadas por orden de fecha.

La sentencia de 12 de enero de 2007 (ponente Frías Ponce, RJ 809), resuelve el recurso de casación planteado por la empresa Endesa Generación SA contra desestimación del recurso directo contra la Ordenanza Fiscal reguladora del Impuesto sobre Bienes Inmuebles. El sentido será también desestimatorio. En la demanda se alegaba que la normativa de cobertura de la Ordenanza, en cuanto a los Bienes Inmuebles de Características Especiales (BICES) vulneraba los principios de justicia tributaria y por ello pedían el planteamiento de una cuestión de inconstitucionalidad. 

La sentencia de 17 enero 2007 (ponente Martín Timón, RJ 633) resuelve por conceptos procesales diversas cuestiones relativas al régimen transitorio de la distribución en el IAE de las cuotas correspondientes a la actividad de producción de energía hidroeléctrica (Regla 17.ª de la Instrucción del IAE).

La sentencia de la sala de lo civil del Tribunal Supremo de 9 de febrero de 2007 (ponente Auger Liñán, RJ 1381) declara no haber lugar al recurso de casación interpuesto por una mercantil en relación con tasas municipales por prestación del servicio de abastecimiento de agua, por corresponder la revisión al  orden contencioso-administrativo aunque el servicio público fuere prestado mediante empresa de economía mixta. Dice (acertadamente a mi parecer) el Tribunal Supremo que “no existe ningún inconveniente en nuestro ordenamiento jurídico para que las empresas concesionarias, o las empresa mixtas, liquiden las tasas correspondientes a los servicios que prestan”. Utiliza en su apoyo una argumentación basada en las características de un tributo algo ajeno a este entorno, como es el IVA, pero con una claridad que no siempre encontramos en algunos tribunales del orden contencioso-administrativo: de hecho, que la tasa de alcantarillado esté o no sujeta al IVA cuando existen estas empresas “depende de que efectúen las liquidaciones en su propio nombre, por estar acordado con el Ayuntamiento que la tasa constituya su retribución.”

La sentencia de 29 de enero de 2007 (ponente Fernández Montalvo, RJ 513) desestima el recurso deducido por un Ayuntamiento contra resolución de la Dirección General de Coordinación de las Haciendas Territoriales del Ministerio de Hacienda, en material de participación de los ayuntamientos en los tributes del estado. El Ayuntamiento alegaba la inconstitucionalidad de la fórmula de transferencia, dado que el elemento de población, base de la distribución, no se rectifica con carácter anual, sino quinquenal.

Mediante sentencia de 14 de marzo de 2007 (ponente Martín Timón, RJ 3303), el Tribunal Supremo desestima el recurso de casación deducido contra sentencia de la Audiencia Nacional, relativa a liquidación del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, dando la razón a  la Administración. Se pretendía de manera indirecta la anulación de la ponencia de valores de Zaragoza. Se considerará suficientemente motivada, teniendo en cuenta la división en polígonos efectuada, la especificación de los criterios de valoración, así como de los coeficientes correctores aplicados.

También se comenta la sentencia del Alto Tribunal de fecha 28 de marzo de 2007 (ponente Martín Timón, RJ 3363). El TSJ de Galicia había estimado el recurso deducido por una asociación de comerciantes contra la imposición y ordenación de la tasa de recogida de basuras de un Ayuntamiento, por vicios de procedimiento. El Supremo estimará el recurso de casación presentado por el Ayuntamiento. Se trataba de los efectos del  incumplimiento del trámite de la exposición al público en el tablón de anuncios de la aprobación inicial. El Ayuntamiento alegó motivos de urgencia y se daba la circunstancia de que en el Pleno se tomaron en consideración las alegaciones presentadas por los afectados.

Terminamos con la sentencia del Tribunal Supremo de 16 de julio de 2007 (ponente Fernández Montalvo, RJ 4841). El Alto Tribunal estima el recurso de casación en interés de ley interpuesto en nombre y representación del Ayuntamiento de Reus, contra sentencia, de fecha 9 de febrero de 2006, dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 2 de Tarragona, declarando como doctrina legal que: "la tasa por utilización privativa o aprovechamiento especial constituido en suelo, subsuelo o vuelo de las vías públicas municipales a favor de empresas suministradoras de servicios de telecomunicaciones es la establecida en el artículo 24.1.c) del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, en relación con las empresas explotadoras de servicios de suministros, con la salvedad prevista en el propio precepto con respecto al régimen especial de cuantificación de la tasa referida a los servicios de telefonía móvil". Aquel Juzgado había estimado el recurso deducido por «Telefónica Data España, SA», empresa explotadora de servicios de telecomunicaciones. La sentencia rechaza que una Ley posterior y especial que regula el sector de las telecomunicaciones excepcione a estas empresas del pago de la tasa. En suma, todas las empresas de suministro de electricidad, gas, telecomunicaciones, agua y otros servicios que utilicen o disfruten del dominio público local con líneas, canalizaciones, redes etc., en su vuelo, suelo o subsuelo, con independencia de que sean titulares o no de aquellos soportes a través de los que se realiza el suministro y con independencia de que éste afecte a la generalidad o no del vecindario, están sometidas a esta modalidad.
3 Audiencia Nacional 

Las sentencias de la Audiencia Nacional son relevantes tanto por la existencia de recursos presentados por corporaciones locales contra actuaciones de la Administración Central del Estado, como por la existencia de recursos contra resoluciones  del Tribunal Económico-Administrativo Central, dada la competencia de esta jurisdicción en cuanto a catastro (e indirectamente, IBI) e Impuesto sobre Actividades Económicas.

Una sentencia de la Audiencia Nacional de fecha 2 de enero de 2007 (ponente Montero Elena, JT 404), desestima el recurso interpuesto por Corporación Local contra resolución de la Administración Central del Estado relativa al régimen especial de las empresas del grupo Telefónica, a la vista de la ley 15/1987, de 30 de junio. Está de acuerdo la Audiencia Nacional con las empresas y con el Ministerio de Economía y Hacienda en que para la determinación de los ingresos brutos a incluir en cada demarcación no deben ser incluidos los ingresos obtenidos por empresas filiales, como Telefónica Móviles.

Una sentencia de la Audiencia Nacional de fecha 21 de febrero de 2007 (ponente Salvo Tambo, JT 421) resuelve recurso contencioso planteado por un Ayuntamiento al que se le deniega indemnización en concepto de responsabilidad patrimonial del Estado legislador por la Administración central del Estado. Se solicitó a causa de la introducción de nuevos beneficios fiscales a resultas de la Ley 51/2002. El Tribunal rechaza el planteamiento de cuestión de inconstitucionalidad, por posible vulneración de los principios de justicia tributria. De otra parte, se le advierte al Ayuntamiento que las fórmulas de compensación por estas actuaciones legislativas son las previstas en la propia ley reformadora. 

Finalmente, la sentencia de la Audiencia Nacional de 22 de febrero de 2007 (ponente Pedraz Calvo, JT 402) desestima el recurso planteado por la Asociación Eólica de Galicia contra la valoración catastral de los fustes de aerogeneradores de parques eólicos en el IBI. La valoración responde a la consideración de éstos como construcciones industriales de carácter singular. 

4. TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA

B) Cataluña

La sentencia del TSJ de Cataluña de 8 de marzo de 2007 (ponente Aragonés Beltrán, JT 545) se refiere a las tasas por utilización del dominio público por empresas suministradoras de servicios, en la modalidad calculada a razón del 1,5 por 100 de los ingresos de la demarcación. Pue bien, la sala considera que debe ser excluido de la base sobre la que aplicar el 1,5 por 100 el peaje satisfecho al titular, aun antes de la reforma de 2002.

J) Aragón

Dada la falta de publicación de sentencias de nuestro TSJ correspondientes al año 2007 en las bases de datos jurídicas al uso, y entendiendo el interés de las mismas, reseño doctrina del TSJ de Aragón del año 2006. En cualquier caso, nótese que la derivación de asuntos a los juzgados de lo contencioso-administrativo y las dificultades que presentan las apelaciones hacen que las sentencias del TSJ no sean muy numerosas.

Comenzamos con dos sentencias del TSJ de Aragón referidas a las tasas por utilización del dominio público por empresas suministradoras de servicios, en la modalidad calculada a razón del 1,5 por 100 de los ingresos de la demarcación.
La primera, relativa al ejercicio 2002, de 3 de abril de 2006 (ponente García Mata, JUR 2007/34815), desestima la apelación interpuesta por compañía suministradora de gas. Aducía la mercantil que el eventual sujeto pasivo sería la titular de la red de distribución, y la que ocupa efectivamente el dominio, y no la apelante que realiza una actividad de comercialización. La sala desestima la apelación aportando doctrina anterior del mismo Tribunal. El interés general de su actividad se pone de manifiesto en que es suministrador de una industria radicada en el municipio que tiene una enorme importancia en este ámbito. Subsidiariamente, señala la parte apelante que el Ayuntamiento incurre en errores al determinar la base imponible por cuanto de la facturación bruta no se han detraído las tarifas de acceso (los peajes), por los que ya tributan los agentes que ostentan la propiedad de las instalaciones, lo que determinaría una base menor de la tomada como base para la aplicación del 1,5%; sin embargo debe rechazarse dicha alegación en cuanto la normativa aplicable no contempla tal descuento, remitiéndose para la determinación de la base a los ingresos brutos procedentes de la facturación que obtengan.

La segunda, de fecha 27 de noviembre de 2006 (ponente Servera Garcías, JUR 2007/223499), es estimatoria, pero de la apelación deducida por la Administración municipal contra la sentencia estimatoria de instancia a favor de compañía de gas. El TSJ considera que, en efecto, esta compañía suministraba “a la totalidad o a una parte importante del vecindario” (la apelante es suministradora a la generalidad de los polígonos industriales existentes en el término municipal de Zaragoza, debiendo añadirse que las facturaciones realizadas en los ejercicios a que se refiere el recurso alcanzaron los 34 y 42 millones de euros respectivamente.

Otra sentencia del TSJ de Aragón de fecha 3 de abril de 2006 (ponente García Mata, JUR 2007/34810) se refiere a la tributación de la venta de una finca urbana en el Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos en la demarcación de Huesca. La recurrente, a la que se había girado la liquidación por el 100 por 100 de la finca, hacía constar que la finca era privativa de su marido, por lo que estaba indebidamente fijado el sujeto pasivo. Pues bien, el TSJ no atiende a la pretensión primaria, dado que en la vía administrativa no había  aducido esta razón. Sin embargo, si estima el recurso en cuanto que se había girado una liquidación por el 100 por 100, cuando el Ayuntamiento debía haber girado dos liquidaciones, una a cada sujeto pasivo con imputación del 50 por 100 de la propiedad a cada uno, puesto que hay dos hechos imponibles, ya que cada cónyuge transmite su cuota de propiedad. 

Las siguientes sentencias afectan a la fiscalidad del sector constructivo. 

La sentencia de 3 de mayo de 2006 (ponente García Mata, JUR 2007/34247), estima la cuestión de ilegalidad formulada contra los artículos 7 y 9 de la Ordenanza núm. 13 del Ayuntamiento de Zaragoza (ejercicio 2000) que regulaba las tasas urbanísticas en la medida que preveían que la base imponible de la tasa lo constituía el presupuesto de contrata y no el presupuesto de ejecución material, siguiendo la línea de sentencias anteriores.

La sentencia de 31 de mayo de 2006 (ponente Servera Garcías, JUR 2007/266511) se refiere a la tasa por licencia urbanística otorgada por el Ayuntamiento de Zaragoza por obras de instalación de parque eólico. Se desestimará la apelación interpuesta por la empresa. Lo más sustancioso es que el TSJ acepta la inclusión en la base imponible de la  tasa de los aerogeneradores, pues son parte naturalmente integrante de la obra.

La sentencia de 30 de octubre de 2006 (ponente García Mata, JUR 2007/283014), desestima el recurso deducido por el Ayuntamiento de Zaragoza contra sentencia de instancia favorable a la empresa que había recurrido. La resolución trata del Impuesto sobre Construcciones y de las tasas por licencias urbanísticas. Respecto de estas últimas, aplicando la doctrina que hemos visto supra, el TSJ considera procedente la exclusión de la base imponible de la tasa de los conceptos de gastos generales, beneficio industrial y estudio de seguridad e higiene. En cuanto al Impuesto sobre Construcciones, confirma la declaración de nulidad de la liquidación, dado que la bonificación interesada se vinculaba a ciertas obras que tenían que ser calificadas por el Pleno por mayoría simple.

Finalmente, la sentencia de 29 de noviembre de 2006 (ponente García Mata, JUR 2007/223376) resuelve recurso directo contra varias Ordenanzas Fiscales del Ayuntamiento de Zaragoza correspondientes al año 2004. Primero, en cuanto al IBI. Se impugna la fijación de tipos diferenciados según usos, en particular el tipo específico de los solares sin edficar. El TSJ da razón a los recurrentes, al igual que sucediera en el ejercicio anterior, dado que no pueden constituir usos singulares con la normativa vigente. También se impugna la referencia al recargo sobre viviendas desocupada, dada la falta de reglamentación. El TSJ, al igual que sucediera el año anterior, desestima las alegaciones, dado que la Ordenanza se limita a reflejar el contenido legal. Segundo, en cuanto al ICIO. El TSJ desestima la impugnación relativa al incremento natural por el mero transcurso del plazo de ejecución en la transición al acto final de fijación del coste real y efectivo de la obra. También desestima la impugnación de  la elevación del módulo básico de valoración, no desvirtuada mediante prueba eficaz. Y tercero, en cuanto a las tasas de actividades. Se desestima la pretensión de que se suprima el supuesto de protección medioambiental en la licencia de actividad clasificada. También se impgna la inclusión como establecimientos comerciales e industriales las sedes sociales, agencias, delegaciones o sucursales de entidades jurídicas, escritorios, oficinas, despachos, o estudios, entendiendo que la Ordenanza se extralimita ya que debe desaparecer cualquier supuesto que no sea el que la Ley Urbanística de Aragón contemple. Se desestima la pretensión anulatoria, constatando que en realidad no se reputan los antedichos como establecimiento comercial, industrial o de servicios, sino, en todo caso, cuando sirvan de auxilio o complemento a alguna actividad empresarial fabril, artesana, de la construcción, comercial y de servicios, o tengan relación con ellas en forma que le proporcionen beneficios o aprovechamiento.

P) Castilla y León

La sentencia del TSJ de Castilla y León, Burgos, de 16 febrero 2007 (ponente García Vicario, JT 410) trata de la delimitación de bienes de naturaleza urbana y rústica. Califica de urbanas las edificaciones situadas en una explotación agraria y destinadas a viviendas de trabajadores, taller y transformador eléctrico y almacén agrícola transformado para la realización de comidas de cacerías. Califica de rústicas las edificaciones destinadas a boxes de caballos, plaza de toros y picadero en finca en la que se desarrolla una actividad ganadera de cría de reses bravas.

5. Tribunales Económico-Administrativos 

Aunque todavía no hemos encontrado publicaciones de resoluciones de los tribunales económico-administrativos del Estado correspondientes a 2007, sí hemos recabado algunas resoluciones de tribunales económico-administrativos municipales, creados a la luz de la llamada Ley de Grandes Ciudades.

Reflejamos sucintamente el contenido de tres resoluciones del órgano creado en Coruña. Una de fecha 10 de enero 2007 reconoce que la utilización de un cajero supone el aprovechamiento especial del dominio público, por lo que procede la exigencia de la tasa. Otra de fecha 1 de marzo 2007, advirtiendo del carácter rogado de la exención prevista en el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica para vehículos propiedad de minusválidos, entiende que no procede el reconocimiento de la exención para un ejercicio, si no se solicita el beneficio fiscal de manera expresa. Finalmente, otra de fecha de 12 de abril de 2007 considera que no ha de incluirse en la base imponible del ICIO el coste plan de control de obra, obligatorio para proyectos de presupuesto elevado, pues su coste es ajeno al estricto concepto de obra civil.

Y también una resolución del órgano de la ciudad de Málaga, de fecha 10 de mayo de 2007. En cuanto a la sujeción al IBI de una vivienda adquirida por permuta (solar a cambio de vivienda), considera que es sujeto pasivo desde la firma de la escritura pública, con independencia de la fecha de entrega de llaves.

III) OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES. 

Iniciativas parlamentarias

PROPOSICIÓN DE LEY

Con fecha de 25 de septiembre de 2007 se presenta la proposición de ley Reforma ambiental de la Ley reguladora de las Haciendas Locales. por parte del grupo parlamentario de Esquerra Republicana (ERC).

En materia de tasas, se pretende incluir la posibilidad de someter a gravamen el acceso de vehículos de tracción mecánica a centros urbanos de grandes ciudades. Asimismo, se plantea la posibilidad de cobrar tasas por actuaciones de limpieza pública cuando se tratase de actividades generadoras de problemas significativos de suciedad de la vía pública. En sentido contrario, se busca prohibir el gravamen de la matriculación de bicicletas.

En materia de IBI, se propone rebajar el gravamen mínimo de las fincas rústicas; autorizar una bonificación potestativa por razones ambientales; y dar viabilidad al recargo sobre viviendas desocupadas, aun cuando no se apruebe el Reglamento. 
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